RADICADO: 66682 60 00 085 2013 00463 01

ACUSADO: MARTHA JUDITH PATIÑO DE MARÍN Y/O

DELITO: LESIONES PERSONALES DOLOSAS

ASUNTO: REVOCA PARCIALMENTE SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Radicado:
66682 60 00 085 2013 00463 01

Acusado:
Martha Judith Patiño de Marín y otros
Delito:

Lesiones personales dolosas
Procedencia:
Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal
Asunto:

Revoca parcialmente sentencia de primera instancia
TEMAS:
LESIONES PERSONALES DOLOSAS / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA RESPECTO DEL ESCRITO DE ACUSACIÓN / ARTÍCULO 448 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL / VALORACIÓN PROBATORIA / SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA PENA: NO PROCEDE EN LESIONES PERSONALES DOLOSAS CONTRA NIÑOS Y ADOLESCENTES / SUSPENSIÓN DE LA ORDEN DE CAPTURA HASTA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA.
… hay que hacer una distinción, ya que el artículo 199 del C.I.A. establece una prohibición específica para conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuando se trata de delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes (que en este último caso son las personas que tienen entre 12 y 18 años de edad según el artículo 3º de la Ley 1098 de 2006), por lo cual el reconocimiento de ese subrogado al señor Luis Gonzaga Marín Duque, no guardaría relación con el hecho de que se indemnizara a la menor K.D.R.A. ya que ese resarcimiento solo tendría efectos para reconocerle el subrogado en mención si se tratara de delitos diversos a los mencionados en el citado artículo 199 del C.I.A. (…)
“Como cuestión final la Corte reiteró que el juez de conocimiento tiene la obligación de evaluar todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate
. Por lo mismo, el funcionario debe asumir rigurosamente, que la privación de la libertad es excepcional y que más aún debe serlo la privación de la libertad intramural, por lo cual y de conformidad con la doctrina reconocida por la Corte, “las autoridades deben verificar en cada caso concreto la procedencia de los subrogados penales como la prisión o detención domiciliaria, la vigilancia electrónica y la libertad provisional, pues éstas desarrollan finalidades constitucionales esenciales en el Estados Social de Derecho” (…)
… como en el precedente citado se reafirma el carácter excepcional de la privación de la libertad, debe evaluarse una circunstancia puntual como la comparecencia del señor Marín Duque a las diversas audiencias del proceso, por lo cual siguiendo los términos de la sentencia C-342 de 2017, al evaluar: “...todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate”, se considera que en el presente caso no resulta indispensable ordenar de manera inmediata la privación de la libertad del incriminado, la cual tiene carácter excepcional según el precedente mencionado, por lo cual su eventual detención a efectos de que descuente la pena impuesta, solo se hará efectiva al cobrar ejecutoria la presente decisión.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 888 del dos (2) de octubre de dos mil dieciocho (2018). 
Pereira, tres (3) de octubre de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 2:09 p.m.
 

1. ASUNTO A DECIDIR

 

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto la delegada de la FGN y el representante de las víctimas, contra la sentencia dictada el 16 de marzo de 2017 proferida por el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal.

2. ANTECEDENTES

 

2.1 El contexto fáctico del escrito de acusación es el siguiente:

“El día 22 de octubre del año 2013, la señora LUZ ANDREA ARBOLEDA ARISTIZÁBAL, denunció por un Delito de Lesiones Personales, en donde los indiciados son los señores: NATALIA MARÍN PATINO, LUIS GONZAGA MARÍN DUQUE, MARTHA JUDITH PATIÑO DE MARÍN, MARÍA VICTORIA MARÍN PATIÑO, PAULA ANDREA MARÍN PATINO. Relata la denunciante que las personas que denuncia le están haciendo la vida imposible, hasta el punto que tiene que vivir encerrados o presos en su propia casa, porque cada que los ven, los insultan, les tiran piedra, les pegan con el balón, les tiran la basura en el antejardín y que el día viernes 18 de octubre de 2013, siendo las 7:30 u 8:00 de la noche, ella salió a lavar el antejardín y le pidió al jovencito que estaba allí que por favor se retirara que ella iba a tirar agua y este no se quizo (sic) quitar, la mamá le dijo tres (3) veces que se quitara pero él no le hizo caso y en la ventana estaban sus agresores le dijeron que no se quitara, que no fuera guevón y le dijeron gritando VIEJA MALPARIDA, HIJUEPUTA, se entró, y al ratico la mamá le dijo a los gritos que qué le pasaba con los hijos de ella y ella le decía que nada, que les enseñara a respetar, que porque ya le habían pegado con el balón y que ella no les decía nada, entonces la señora le dio un puño al lado izquierdo de la mandíbula se le fue la visión y se le vinieron todos los denunciados, le dieron puños en la cara, en la cabeza, en el cerebro en los costados, en el abdomen, le dieron varias patadas, el señor LUIS GONZAGA, le dio un puño en el cuello como para desmayarse. Después de golpearla la cogió del brazo, y la doblegó para que le pegaran los miembros de su familia le arrancaron el pelo y a su hijo este señor le dio un pescozón en la cara para retirarlo y puños en la cabeza para privarlo y a su hija ese tipo le dio un puño en el pechito, pues sus hijos salieron a defenderla, y al otro hijo le dieron en la cabecita. La mamá de los muchachos a gritos le decía: VOY A SACAR EL REVÓLVER PARA DARLE BALA. Y solicita ayuda y protección.-

El Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses le dictaminó a la denunciante, como Incapacidad Definitiva, 7 días, sin Secuelas Médico Legales: (Dictamen con fecha 22 de octubre de 2013).-
A la menor de 14 años, KATHERINE DAYANA ROJAS ARBOLEDA, le dictaminó como Incapacidad Definitiva: Siete (7) días sin secuelas médico legales. Fecha: 22-10-2013.

(…)”
2.2 La audiencia de formulación de imputación se celebró el 16 de diciembre de 2015 ante el Juzgado Primero Civil Municipal con Funciones de Control de Garantías (fl. 8 a 11). En dicho acto la FGN le comunicó cargos a los señores Martha Judith Patio Marín, Martha Victoria Patiño, Paula Andrea Marín Patiño, Natalia Marín Patiño, y Luis Gonzaga Marín Duque, por la conducta punible de lesiones personales dolosas (art. 11 y 112 de CP), los cuales no fueron aceptados por parte de los procesados. 

2.3 El Juzgado Penal Municipal con Función de Conocimiento de esa municipalidad asumió el conocimiento de la presente causa. La audiencia de formulación de acusación se llevó a cabo el 12 de mayo de 2016 (fl. 25). La audiencia preparatoria tuvo lugar el 21 de julio de 2016 (fl. 38 a 40). El juicio oral se desarrolló en sesiones del 13 de diciembre de 2016 (fl. 80), 31 de enero de 2017 (fl. 93 a 95), y 6 de febrero de 2017 (fl. 110 a111). La sentencia absolutoria fue proferida el16 de marzo de 2017 (fl. 125 a 130). 
2.4 La delegada de la FGN y el apoderado de las víctimas apelaron la decisión de primera instancia. 
3. IDENTIDAD DE LOS ACUSADOS

Se trata de Natalia Marín Patiño, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 1.093.216.350 de Santa Rosa de Cabal, nacida el 4 de noviembre de 1988 en esa municipalidad, es hija de Martha Judith y Luis Gonzaga. 
Luis Gonzaga Marín Duque, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 10.227.648 de Manizales, nació el 9 de febrero de 1953 en Santa Rosa de Cabal, es hijo de María Irene e Ismael. 

Martha Judith Patiño de Marín, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 24.325.273 de Manizales, nacida el 3 de febrero de 1959 en Santa Rosa de Cabal, es hija de María Delfa y José Ignacio, ocupación ama de casa.
María Victoria Marín Patiño, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 24.325.273 expedida en Santa Rosa de Cabal, nació el 21 de marzo de 1981, es hija de Martha Judith y Luis Gonzaga, de ocupación auxiliar de enfermería. 
Paula Andrea Marín Patiño, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 25.172.388 de Santa Rosa de Cabal, nacida el 15 de noviembre de 1977 en Manizales, es hija de Martha Judith y Luis Gonzaga, de ocupación comerciante. 
4. SOBRE LA DECISIÓN DE INSTANCIA
(Sinopsis) 

En este caso, la juez de conocimiento consideró que existían una serie de contradicciones derivadas de la prueba de cargos, que indicaban que no se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP, a las cuales se refirió así:

· La señora Luz Andrea Arboleda Aristizábal manifestó que había sido atacada por las hermanas María Victoria, Natalia Paula y Andrea Marín Patiño, el padre estas llamado Luis Gonzaga Marín Duque, y por la señora Martha Judith Patiño de Marín indicando que había sido lesionada en varias partes del cuerpo y que incluso el señor Luis Gonzaga la había sometido a vejámenes sexuales en medio del ataque que recibió.
· La señora Arboleda presentó como prueba copias de unas fotografías pero no era posible establecer a quién se le realizaron esas tomas, ni la fecha de las mismas, porque en ellas se observa a una mujer con los ojos cubiertos y las imágenes de otras partes del cuerpo no indican que se trate de la presunta víctima, por lo cual esas fotos no tenían valor probatorio alguno, y la misma situación se presentaba con algunos documentos relacionados con las amenazas sufridas por la afectada sobre las cuales no se estableció que provinieran de los personas acusadas.
· Resulta significativo que la denunciante hubiera empezado a vincular de manera paulatina o escalonada a varias personas en los hechos, en primer lugar porque señaló inicialmente a Martha Judith Patiño de Marín, María Victoria Marín Patiño y Natalia Marín Patiño; seguidamente relacionó con las conductas denunciadas al señor Luis Gonzaga Marín Duque a quien incluso señaló de haber cometido vejámenes sexuales su contra, explicando que inicialmente no se refirió a esos actos por temor, que tenían la grave connotación de actos sexuales violentos y mucho tiempo después vino a incluir entre las autoras de las lesiones a Paula Andrea Marín Patiño situación que resulta extraña y podía obedecer a motivos innobles, ya que la quejosa hizo referencia a un solo episodio y además se comprobó que la señora Paula Andrea no estuvo en el lugar de los hechos y que la FGN la vinculó al proceso porque presentó unos documentos para comprobar la identidad de los miembros de su familia que estaban siendo investigados, lo cual deja claro que en su caso que la señora Arboleda hizo un señalamiento tardío, pese a la gravedad de las conductas que denunció y que mintió desde el momento en que formuló su denuncia y persistió en esa conducta contraria a la verdad a lo largo del juicio. 

· Por su parte la señora Martha Lucía Duque García fue clara al manifestar el juicio que Paula Andrea Marín Patiño no estuvo en el lugar donde se presentaron los hechos narrados por la denunciante y por su parte la acusada María Victoria Marín Patiño, hizo un relato desprevenido que demostraba que ella fue la única que se vio inmersa en la reyerta que se suscitó con la denunciante, lo que indicaba que la señora Arboleda no dijo la verdad en su denuncia y posteriormente persistió en esa conducta manifestando hechos contrarios a la realidad 

· En los dictámenes del Instituto de Medicina Legal que fueron incorporados al proceso se describieron las lesiones sufridas por la denunciante y por su hija KDRA. Sin embargo el perito forense manifestó en el juicio que el tipo de lesiones descrito por la señora Arboleda no eran consistentes con el relato que esta hizo de los hechos, ya que los reconocimientos médicos se realizaron cuatro días después de la presunta ocurrencia del hecho y la denunciante solamente presentaba un “morado” en su mano derecha, indicando el legista que pese a la información que constaba en las historias clínicas, las lesiones que verificó no tenían la entidad que le que le quiso dar la querellante lo cual era otro motivo para dudar de la veracidad de sus manifestaciones.

· En lo que atañe a la afectación de la integridad personal de la menor KDRA, por las cuales solicitó un fallo de condena la delegada de la FGN, sus lesiones fueron dejadas por fuera de la acusación y de la práctica probatoria y además el testigo Julián Asmed Bedoya Valencia dijo que los menores no se metieron con los mayores durante ese enfrentamiento, por lo cual no le otorgó veracidad a lo que esta menor le manifestó al médico legista y por esa causa no había al lugar a ahondar en el asunto, ya que el debate se centró en la riña que se presentó con Paula Andrea Arboleda y las consecuencias de la misma.

· El testimonio de Paula Andrea Arbolada se considera poco veraz, ya que luego de referir la lesiones que sufrió dijo haber perdido la visión durante unos momentos, pese a lo cual identificó a las personas a las que señaló como responsables de los hechos y ello lleva inferir que esa persona, desde su primera intervención, decidió vincular falsamente a un grupo de personas en el enfrentamiento que al que hizo referencia, que se presentó en circunstancias muy distintas a las narradas por la presunta víctima por lo cual era necesario que se compulsaran copias en su contra para que se investigara la conducta de falso testimonio. 
· Por su parte el testimonio entregado por Julián Asmed Bedoya Valencia tampoco resultaba sustancial para determinar la responsabilidad en este caso, ya que cambiaron sus intereses en el trascurso el proceso al modificar la versión que entregó inicialmente en una entrevista y finalmente manifestar en el juicio que presenció una riña entre la denunciante y María Victoria Marín Patiño conocida como Vicky, sin que las otras personas menores de edad que estaban en el sitio hubieran tenido participación en los hechos, considerando que la versión real de los hechos fue la que este testigo entregó en el juicio, pese a lo cual esa prueba no resultaba sustancial para la decisión que se debía adoptar en el proceso.
· El relato que hizo el menor K.A.R.A., hijo de la denunciante no gozaba de credibilidad en razón de apasionamiento que mostró para favorecer a su madre. Lo mismo se puede predicar de las manifestaciones que hizo el señor Jaime Alberto Rojas Marín, esposo de la denunciante, cuyo testimonio no resultaba creíble, ya que se mostró irascible durante el juicio y demás manifestó que había sido objeto de un intento de soborno por parte del abogado que defendía a los acusados, situación que no podía tener esas connotacionesn ya que era normal que el representante de los procesados hubiera tratado de llegaron a una conciliación con la afectada.
· En conclusión la juez de primer grado consideró de acuerdo a la prueba presentada por la defensa: i) existían dudas sobre la presencia de la acusada Paula Andrea Marín Patiño en el sitio de los hechos; ii) de acuerdo a lo narrado por la procesada María Victoria Marín Patiño, era posible que se hubiera presentado una confrontación entre ella y la señora Arboleda, quien fue la instigadora del hecho, fuera de que existían problemas anteriores entre las dos familias involucradas en el caso; iii) no existía ningún reconocimiento médico practicado a María Victoria Marín por las lesiones causadas por la denunciante; iv) no hay certeza de que la señora Marín hiciera parte del grupo que lesionó a la señora Arboleda según su manifestación, ni de las circunstancias en que se produjo la agresión que esta refirió, por lo cual no se podía determinar ninguna responsabilidad por los hechos, ya que no se pudo establecer quien fue el autor de esa conducta.
· Adicionalmente la delegada de la FGN solicitó una condena por un concurso de delitos de lesiones personales, cuando solamente había presentado acusación por una sola conducta de ese género, por lo cual, en virtud del principio de congruencia no se podría tener en cuenta la acusación en lo relativo a la afectación de la integridad de la menor KDRA, ya que se aplicó indebidamente el principio de unidad punitiva que establece el artículo 117 del CP, pese a que las lesiones de la señora Arboleda y de su hija constituían delitos independientes.

· En consecuencia profirió una sentencia absolutoria en favor de todas las personas acusadas, decisión que fue recurrida por la delegada de la FGN a y la apoderada de las víctimas

5. SOBRE LOS RECURSOS PROPUESTOS
5.1 DELEGADA FGN (RECURRENTE)  

(Sinopsis) 
· El ente acusador probó no solamente la existencia de la conducta denunciada sino también la responsabilidad de los acusados

· Según la versión entregada durante el juicio oral por Paula Andrea Arboleda Aristizábal, la noche del 18 de octubre de 2013, la señora María Victoria Marín Patiño le reclamó por un comportamiento hacia sus hijos menores y la denunciante le replicó que les enseñara a respetar por lo cual la citada María Victoria la golpeó en el rostro y le haló el cabello siendo luego agredida por otras personas, incluyendo unos menores y al padre de algunas de las denunciadas, quien incluso le bajó su pantaloneta y le apretó los senos, indicando la víctima que sus hijos también fueron afectados, y que aunque al menor K.A.R.A. no se le encontraron lesiones en los reconocimientos médicos, a su hija K.D.R.A. si se le dictaminó una incapacidad definitiva de siete (7) días igual que la de la señora Arboleda, lesiones que fueron documentadas con unas fotografías que ingresaron al juicio, con el testimonio del esposo de la víctima y con los reconocimientos practicados por parte del médico legista.  

· La juez de conocimiento valoró de manera indebida las manifestaciones de la señora Arboleda, pese a que del contexto de su declaración se deduce claramente la grave conmoción que le produjo la rememoración de los hechos, en los que además fue agredida sexualmente por Luis Gonzaga Marín y fueron lesionados sus hijos, situación que no se podía tener en cuenta como lo hizo la juez de primer grado para considerar que su testimonio no era veraz. 

· Se comprobó que la acusada María Victoria Marín Patiño si sostuvo una riña con la denunciante, que al parecer tuvo origen en un reclamo que le hizo la señora Arboleda por el comportamiento de sus hijos, pese a lo cual la juez de primer grado descartó la participación de otras personas en los hechos, sin tener en cuenta que una de las testigos de la defensa, que fue la señora Amparo Patiño de Osorio dijo que esa noche después de que María Victoria salió a enfrentarse con la señora Arboleda, todos se fueron detrás de ella, incluyendo a “Andrea” y a “Gonzaga”.

· Lo expuesto por la señora Arboleda, fue confirmado con el testimonio de su hijo menor K.A.R.A. quien dijo en el juicio que inicialmente María Victoria Marín (Vicky) le propinó un golpe en la cara a su progenitora, y la tomó del cabello, luego de lo cual se hicieron presentes otros miembros de la familia Marín Patiño, como Natalia Marín Patiño, y su madre Martha, quienes también agredieron a la señora Paula Andrea; Gonzaga Marín Patiño quien la golpeó en la cabeza y los senos, interviniendo finalmente en el ataque Paula Andrea Marín quien lesionó en la cabeza a la señora Arboleda.

· En lo relativo a las lesiones sufridas por la menor K.D.R.A, se probó que fueron causadas por Gonzaga Marín Patiño y una menor perteneciente a su familia.
· Esos hechos fueron confirmados con el testimonio del señor Jaime Alberto Rojas Marín, esposo y padre de las afectadas, quien las llevó para que les brindaran atención medica e incluso les tomó fotos para comprobar su estado.

· Lo anterior indica que las lesiones si existieron y que la señora Arboleda no mintió en su relato ya que realmente fue agredida por los miembros de la familia Marín Patiño e incluso por unos menores de edad hijos de la señora María Victoria Marín. 

· No comparte la valoración que hizo la A quo sobre las manifestaciones del médico legista que intervino en el juicio, en el sentido de que las lesiones referidas por la señora Arboleda no eran compatibles con los resultados del dictamen del perito del Instituto de Medicina Legal, ya que se debió tener en cuenta la historia clínica del hospital San Vicente de Paul donde se prestó la atención inicial a la señora Arboleda y se dijo que presentaba: “laceraciones en mejilla izquierda, región abdominal, en el flanco, muslo derecho. Diagnóstico traumatismos superficiales de región no especificada del cuerpo”.
· En este caso el médico legista dictaminó que a los cuatro días siguientes ya estas lesiones habían desaparecido y que solamente quedaba la equimosis en la mano derecha, por lo cual la citada historia clínica demostraba la existencia de una riña con la intervención de varias personas, fuera de que los reconocimientos ingresados al juicio comprobaban que se les fijó una incapacidad médico legal definitiva de 7 días a la señora Arboleda y su hija K.D.R.A. , lo que demostraba que la denunciante no había faltado a la verdad al referirse a los hechos.

· Con el testimonio del esposo de la señora Arboleda se podían autenticar las fotografías que se presentaron como evidencia en el juicio para probar las lesiones sufridas por esta y su hija K.D.R.A. 
· La juez del conocimiento no apreció debidamente los testimonios de K.A.R.A.,  hijo de la denunciante, y de su esposo Jaime Alberto Rojas, considerando erróneamente que estaban parcializados por ese nexo familiar, desconociendo que el citado menor entregó una declaración clara y consistente sobre la cual mencionó algunos de sus apartes, donde indicó que María Victoria Marín fue la primera persona que golpeó a su madre y que luego lo hicieron los demás acusados, incluyendo entre los agresores a Paula Andrea Marín y a Luis Gonzaga Marín, jefe de ese hogar, quedando claro que no había motivos para dudar de la veracidad de las manifestaciones tanto de la víctima como su hijo, pese a lo cual de manera injustificada la juez de primer grado decidió compulsar copias para que se investigara a la señora Luz Andrea Arboleda por el delito de falso testimonio, desconociendo además que se debían sancionar a los responsables de las lesiones sufridas por la menor K.D.R.A., quien para la fecha de los hechos tenía 14 años de edad. 

· La juez de conocimiento hizo una valoración indebida del testimonio de Julián Asmed Bedoya Valencia, considerando que no tenía mayor importancia para la decisión que se debía tomar, olvidando que la FGN había impugnado la credibilidad de este testigo con base en una entrevista que rindió ante el investigador Ricardo Andrés Márquez Obando, donde el señor Bedoya dijo que Luis Gonzaga Marín le había propinado golpes a la señora Arboleda, que María Victoria Marín la haya tomado el cabello y le había dado otros golpes y que esa misma conducta también fue realizada por Paula Andrea Marín y la madre de esta, desconociendo la A quo que ese testigo se retractó en el juicio oral, aduciendo que se encontraba en condiciones anormales al momento de rendir la citada entrevista pese a lo cual admitió que si la había firmado, situación sobre la cual declaró el investigador Ricardo Andrés Márquez Obando, quien dijo que al momento de recibirle esa conferencia el señor Bedoya se encontraba en sano juicio.
· La FGN siempre mantuvo la posición de que en este caso hubo dos víctimas: la señora Luz Andrea Arboleda Aristizábal y su hija K.D.R.A. cuyas lesiones fueron comprobadas con los reconocimientos del médico legista, con el testimonio del señor Jaime Alberto Rojas y con las manifestaciones del menor K.A.R.A., quien refirió que tuvo que intervenir para defender a su madre y a su hermana, por lo cual el hecho de que no se hubiera incluido el nombre de esa menor en el formato de acusación no resultaba relevante, ya que fue mencionada como víctima en la fase del juicio e incluso en los alegatos de conclusión.
· Resulta controvertible el testimonio entregado por la señora Martha Lucía Duque para tratar de demostrar que Paula Andrea Marín se hallaba en un sitio distinto al escenario de los hechos, ya que esa persona era empleada de la citada Paula Andrea y además el esposo de esta acusada tampoco fue concluyente al indicar la hora en que Paula Andrea se retiró de su negocio y por ello no se puede deducir que existió un error de la persona al no incluir a esta dama como una de las intervinientes en los hechos, pese a lo cual la señora Arboleda siempre se refirió a ella en la entrevista que rindió el 19 de enero de 2015. 

· Existió otro error por parte de la juez de conocimiento ya que en este caso se pidió la condena de los acusados como coautores de la conducta punible de lesiones personales contra la señora Arboleda y su hija, y por ello no resultaba aplicable el principio de unidad punitiva, al cual hizo referencia la juez de primer grado

· En consecuencia pidió que revocara la decisión de primer nivel y se profiriera una sentencia de condena en contra de los miembros de la familia Marín Patiño, por la conducta de lesiones personales dolosas por las que fueron acusados

5.2  REPRESENTANTE DE VÍCTIMAS (Recurrente parcial) 

(Sinopsis) 
· No tiene reparos frente a la valoración probatoria que hizo la juez de primera instancia, para proferir la sentencia absolutoria en favor de los acusados por considerar que la presentación de la queja de la denunciante fue exagerada, y que los testigos de cargos, es decir el menor KRDA y su padre Jaime Alberto Rojas igualmente se mostraron exagerados y falaces en sus versiones.
· Sin embargo considera que en virtud de la decisión que se debe adoptar en segunda instancia y teniendo en cuenta que la señora Arboleda denunció a los miembros de la familia Marín Patiño por las lesiones que se presentaron contra ella y su hija, estableciendo que se trataba de una conducta punible y que además se demostró que el día de los hechos si existió una riña en la que intervinieron Luz Andrea Arboleda y su hija KDRA como víctimas y la señora María Victoria  Marín, se debía reconsiderar la orden de la juez de primer grado de compulsar copias para que se investigara a la señora Luz Andrea, por conductas de falso testimonio y falsa denuncia, ya que el hecho de que se hubiera proferido una sentencia absolutoria en favor de los acusados, no significaba esta persona hubiera mentido en su denuncia y en las intervenciones que hizo en el proceso.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Esta colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo que disponen los artículos 20 y 34 del CPP.

6.2 Problema jurídico a resolver
En atención a la argumentación de la recurrente se debe decidir lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primer instancia, en la cual se absolvió a los acusados Luis Gonzaga Marín Duque, Martha Judith Patiño de Marín, y María Victoria, Natalia y Paula Andrea Marín Patiño, por la conducta de lesiones personales dolosas ubicadas en el tipo sancionatorio del artículo 112, inciso 1º del CP., decisión que fue impugnada por la delegada de la FGN.
6.3 En ese orden de ideas, la Sala debe pronunciarse inicialmente sobre dos aspectos en los cuales se incurrió en un error en la decisión de primera instancia y que tienen connotaciones de orden procesal con notoria injerencia en el fallo censurado, que son las siguientes:

6.3.1 En primer lugar la juez de conocimiento hizo una consideración equivocada en torno a la aplicación del principio de congruencia previsto en el artículo 448 del CPP, al manifestar que en este caso la FGN no había formulado acusación por las lesiones sufridas por la menor KDRA, cuando lo real es que si bien es cierto en el acápite del escrito de acusación donde se manifiesta “datos de la víctima” solamente se incluyó como tal a Luz Andrea Arboleda Aristizábal, esa situación es de carácter meramente formal, ya que según el contexto fáctico del mismo documento y luego de hacer referencia a las lesiones sufridas por la señora Arboleda se dijo lo siguiente en lo relativo a la conducta atribuida al señor Luis Gonzaga Marín Duque: “después de golpearla (entiende que a Luz Andrea) la cogió del brazo, y la doblegó para que le pegaran los miembros de su familia le arrancaron el pelo y a su hijo este señor le dio un pescozón en la cara para retirarlo y puños en la cabeza para privarlo (sic)  y a su hija este tipo le dio un puño en el pechito pues sus hijos salieron a defenderla, y al otro hijo le dieron en la cabecita...) A la menor de 14 años KDRA le dictaminó como incapacidad definitiva siete (7) días sin secuelas médico legales. Fecha 22-10-2013...” 

Lo anterior indica que la FGN presentó acusación contra Luis Gonzaga Marín Duque, Martha Judith Patiño de Marín, y María Victoria, Natalia y Paula Andrea Marín Patiño a título de coautores de las conductas de lesiones personales sufridas por Luz Adriana Arboleda y su hija K.D.R.A. quien para la fecha de los hechos tenía 14 años de edad, según consta en el reconocimiento que le hizo el médico legista para precisar sus lesiones e incapacidad, conforme al factum  del mencionado escrito, lo cual fue reiterado en la audiencia de formulación de acusación celebrada el 12 de mayo de 2016 según el registro correspondiente
, por lo cual se considera que la juez de conocimiento no tuvo razón al considerar en su fallo que lo concerniente a las lesiones de la menor KDRA fue dejado “por fuera de la acusación”, que por tal razón no había lugar a pronunciarse sobre la afectación de la integridad personal de esa joven y que por ende la sentencia de primera instancia se debía centrar solamente en el examen de los hechos relacionados con la riña que se presentó con la señora Luz Andrea Arboleda y las consecuencias de la misma.
6.3.2 En segundo lugar se advierte otro error significativo en la sentencia recurrida, donde se hizo alusión al principio de unidad punitiva establecido en el artículo 117 del CP, al haber considerado la A quo con base en el criterio anteriormente referido, que la delegada de la FGN había presentado acusación por una sola conducta de lesiones personales, que se entiende correspondían a las que sufrió la señora Luz Andrea Arboleda y no por un concurso de conductas punibles contra el bien jurídico de la integridad personal que incluyera la afectación sufrida por la menor K.D.R.A.
Sin embargo en el caso sub examen, resulta claro que frente a cada una de las personas lesionadas no se presentaron diversos resultados en su integridad física, que obligaran a aplicar el principio de unidad punitiva establecido para el contra jus de lesiones personales según sus tipos sancionatorios, ya que de acuerdo a los dictámenes médicos que se incorporaron en el proceso cada una de las afectadas sufrió lesiones que les generaron una incapacidad definitiva de siete (7) días sin secuelas.
6.4 Hechas estas aclaraciones que tienen que ver fundamentalmente con esa equivocada percepción de la juez de conocimiento sobre la aplicación del principio de congruencia y sobre el no reconocimiento de la existencia de un concurso de conductas punibles en el presente caso, se procede a analizar la prueba practicada para decidir lo concerniente a la responsabilidad de los procesados conforme a lo argumentado por la Fiscal recurrente. 

6.4.1 Inicialmente se debe que manifestar que la sentencia resulta notoriamente contradictoria en lo relativo a la absolución de los procesados, ya que la juez de conocimiento aceptó que en este caso hubo un enfrentamiento entre María Victoria Marín Patiño y la señora Luz Andrea Arboleda Aristizábal pero concluyó que esa riña fue iniciada por la denunciante; que no existía reconocimiento médico legal de la señora Marín Patiño y que no se contaba con prueba que permitiera definir la responsabilidad de los acusados ya que no había claridad sobre quién fue la persona que causó las lesiones sufridas por la señora Arboleda, por lo cual según su criterio, lo procedente era dictar un fallo absolutorio en favor de los procesados, fuera de que en el fallo recurrido, se dejó de hacer el análisis probatorio correspondiente a la afectación de la integridad personal de la hija de la denunciante.
6.4.2 Sobre lo anterior hay que manifestar que existió una indebida valoración de la prueba practicada en el proceso, ya que en contravía de la evidencia que se presentó en el juicio, la juez de primer nivel consideró que Luz Andrea Arboleda había faltado a la verdad tanto en la denuncia que presentó como en sus demás intervenciones en el juicio y por ello ordenó que se compulsaran copias en su contra para que se investigara si había incurrido en las conductas de falsa denuncia y falso testimonio, decisión que resulta notoriamente contraria a la prueba practicada en la vista pública, como se analizará en esta providencia.
6.5 En ese sentido hay que hacer referencia a las manifestaciones de la señora Luz Andrea Arboleda Aristizábal, quien en lo esencial expuso lo siguiente en el juicio oral: i) el día de los hechos le hizo un reclamo a María Victoria Marín Patiño, por la conducta de sus hijos en razón de problemas de vecindad que se venían presentando recurrentemente; ii) seguidamente fue agredida por Martha Judith Patiño de Marín, Luis Gonzaga Marín Duque y sus hijas María Victoria, Natalia, y Paola (Paula Andrea) Marín Patiño quienes le dieron golpes en la cabeza, en su rostro, la arañaron y la lesionaron en la región del pecho sobre lo cual se presentaron unas fotografías que fueron admitidas como prueba para el juicio; iv) Luis Gonzaga Marín Duque le propinó varios golpes, la manoseó en los senos y fue el que le causó la lesión en su dedo; v) en un momento de la agresión perdió la visión unos segundos pero alcanzó a ver a todos los atacantes; vi) en el mismo incidente su hija KDRA recibió golpes en el pecho, en las piernas y le halaron el cabello, lesiones que le fueron causadas por los miembros de la familia Marín Patiño; vii) el señor Julián Asmed Bedoya fue testigo de esa agresión; viii) reconoció una entrevista que rindió el 19 de enero de 2017 donde hizo referencia a los tocamientos que le hizo el señor Luis Gonzaga Marín Duque, los cuales no refirió inicialmente por temor a una reacción de su esposo; y ix) la primera persona que la atacó fue María Victoria Marín.
6.4.4 Sobre la agresión que sufrieron la señora Arboleda y su hija KDRA, se cuenta igualmente con el testimonio de KARA, hijo de la denunciante, quien expuso lo siguiente en sus apartes más relevantes: i) desde el año 2013 se empezaron a presentar problemas de convivencia con la familia Marín Patiño, en especial con unos menores de edad que eran miembros de esa estirpe que los sometían a constantes agresiones; ii) el día de los hechos en horas de la noche esos jóvenes le pegaron con un balón a la puerta de la su casa, por lo cual su madre les pidió que tuvieran cuidado; iii) posteriormente su progenitora los vio tomando una gaseosa con la que hicieron un reguero, por lo cual fue por una escoba para hacer la limpieza y les dijo que vieran lo que habían hecho; iv) seguidamente llegó María Victoria Marín, quien era la madre de esos menores fue a reclamarle a su madre por haber regañado a sus hijos, le dijo a su mamá que no los insultara y luego la tomó del pelo y le pegó un puñetazo en la cara; v) cuando vieron que la autora de sus días empezó a defenderse, intervinieron otros miembros de la familia Marín Patiño, como Natalia Marín y su madre Martha quienes golpearon y arañaron a su madre; vi) Luis Gonzaga Marín agredió a su mamá cuando ésta intentaba levantarse en el momento en que estaba siendo agredida por siete (7) personas, la tomó de un brazo y empezó a darle puños en la cabeza la espalda y los senos, impidiendo que ella se levantara, y el mismo Gonzaga lo atacó cuando trató de intervenir para defender a su madre; vii) posteriormente Paola Andrea Marín también salió de su casa y golpeó a su madre en la cabeza; viii) esa agresión duró hasta que uno de los vecinos llamó a la Policía; ix) su hermana KDRA resultó con unos fuertes moretones en el pecho, luego de ser agredida por Luis Gonzaga Marín y una menor de edad que era hermana de María Victoria Marín; y x) el señor Julián Asmed  Bedoya Valencia fue testigo de los hechos.

6.4.5 Hay que manifestar que sobre la agresión que recibieron Luz Andrea y su hija KDRA se cuenta con una prueba complementaria como el testimonio del señor Jaime Alberto Rojas Marín, esposo de la señora Arboleda y padre de la citada menor, cuya intervención en el juicio se puede resumir así: i) la noche de los hechos llegó a su casa a las 19.00 o 19.30 horas; ii) vio a unos agentes de Policía que estaban calmando a su esposa, y que en ese momento el hijo mayor de María Victoria Marín trataba de agredirla; iii) una vecina llamada Beatriz le dijo que su consorte había tenido una discusión inicial con María Victoria Marín y que luego se le vinieron encima unos miembros de esa familia quienes la agredieron al igual que a sus hijos; iv) luego se llevó a su esposa y a sus hijos para que les brindaran atención médica y ahí tomó las fotografías de los hematomas que tenían, siendo remitidos posteriormente al Instituto de Medicina Legal donde a su hijo K.A.R.A. no le encontraron lesiones que generaran incapacidad; v) su esposa presentaba lesiones en la cara, las extremidades y el pecho; y vi) el señor Julián Asmed Bedoya fue testigo del incidente y había rendido una declaración sobre los hechos ante un investigador.
6.4.6 Por su parte el señor Yulián o Julián Asmed Bedoya Valencia rindió un testimonio durante el juicio que merece especial atención, el cual se sintetiza así: i) conocía a las familias que fueron protagonistas del enfrentamiento, ya que era vecino de ellas y presenció la riña que se suscitó; ii) toda su vida ha tenido problema de alcoholismo y drogadicción y la noche de los hechos estaba bajo el efecto del alcohol y de “sustancias” por lo cual no recordaba bien lo sucedido ni lo que dijo en el interrogatorio que le hicieron en la FGN; iii) la Fiscal  impugnó su credibilidad con base en la entrevista que se le exhibió, en la cual reconoció su firma, manifestando que pese a lo consignado en ese documento, nunca había dicho que “el señor” (se entiende que se refirió a Luis Gonzaga Marín) hubiera golpeado a Luz Andrea Arboleda ; iv) observó que la señora Arboleda estaba discutiendo con María Victoria Marín y que se fueron a los golpes, pero que no vio quién pegó a quién; v) en ningún momento los adultos le pegaron a los menores, pues estos se golpearon mutuamente; vi) pese a lo que dijo en su entrevista, lo real fue que la señora Martha Judith Patiño de Marín no intervino en la gresca sino que se limitó a separar a las contendientes, ni tampoco intervino en los hechos Paula o Paola Andrea Marín; vii) era falso lo que constaba en esa entrevista, donde expuso que todos los acusados estaban golpeando a Luz Andrea, ya que el enfrentamiento se presentó fue entre esta y María Victoria Marín y que Luz Andrea “quedó muy roja” y “con el pelo vuelto nada”; viii) después de que llegó la Policía se entró para su casa y no volvió a salir; ix) las diferencias entre lo que dijo en su entrevista y lo que relató en el juicio, se podían explicar porque en ese documento habían cosas que él nunca le dijo al investigador y porque al rendir esa conferencia que aparecía con su firma, se encontraba bajo los efectos de sustancias como alcohol, ácidos y anfetaminas; x) no fue cierto lo que dijo en la conferencia sobre la intervención de la señora Martha Judith Patiño, Luis Gonzaga Marín y Paula Andrea Marín en el lesionamiento de las víctimas, ya que el señor Gonzaga intervino para separar a las contendientes y Paula Andrea no estaba en ese sitio; xi) María Victoria Marín (Vicky) agarró del cabello a Luz Andrea pero el enfrentamiento fue entre ellas dos; y xii) la entrevista que rindió fue “manipulada”.
Ahora bien al escuchar el registro de la declaración rendida por el señor Bedoya en el tema puntual de las manifestaciones que hizo en la entrevista que rindió a mediados del año 2015, que fue usada para impugnar su credibilidad, para lo cual se le dio lectura a apartes de la misma en el juicio, se advierte lo siguiente: i) en la citada entrevista dijo que Luis Gonzaga Marín Duque le propinó dos golpes a la señora Arboleda; ii) que todos golpearon a la citada señora quien presentaba diversas lesiones; iii) que en medio de la pelea también fueron agredidos los hijos de la señora Luz Andrea y que a los acusados los separaron de su madre para que no la defendieran; y iv) María Victoria Marín tomó del cabello a la señora Luz Andrea, lo que aprovechó Paula Andrea Marín para darle un golpe en la cabeza a Luz Andrea Arboleda quien también fue lesionada por “Doña Martha” (se entiende que se refiere a Martha Judith Patiño).

En ese sentido hay que manifestar que esta Sala considera que se debe otorgar veracidad a las manifestaciones contenidas en la entrevista que rindió el señor Bedoya en los temas puntuales sobre los cuales la FGN impugnó su credibilidad, que fueron referidos anteriormente.
Se afirma lo anterior porque la FGN hizo comparecer al juicio al investigador del CTI Ricardo Andrés Márquez Obando, quien expuso: i) a mediados del año 2015 recepcionó la entrevista del joven Bedoya Valencia; ii) al momento de recibirle esa conferencia esa persona estaba lúcida y en todos sus cabales y no daba muestras de estar bajo los efectos del alcohol o de drogas; iii) le leyó el documento que contenía su declaración y el señor Bedoya lo firmó sin ningún reparo; iv) lo consignado en ese documento sobre el hecho de que el entrevistado había presenciado una pelea entre dos familias favorecía a la FGN, ya que el entrevistado, quien estaba lúcido afirmó que “que todos se le fueron encima a ella, que le aruñaron la cara y la dejaron toda roja, hasta que llegó la policía y todos se fueron”; y v) la conducta posterior de este testigo al desdecirse de sus manifestaciones iniciales aduciendo que estaba embriagado o drogado cuando asistió a ese acto de investigación, le daba la impresión de que el citado testigo había sido manipulado. 
6.4.7 Con base en lo expuesto anteriormente se considera que en este caso no se podía afirmar como lo hizo ligeramente la juez de conocimiento, que la denunciante mintió al manifestar que tanto ella como su hija KDRA fueron golpeadas por los miembros de la familia Marín Patiño, ya que las manifestaciones de la señora Arboleda se encuentran respaldadas por la prueba complementaria antes referida y con la prueba conducente para acreditar la existencia de los hechos sobre los que versó la acusación, como los dictámenes suscritos por el perito del Instituto de Medicina Legal José Fernando Serna Ríos que se discriminan así:

6.4.7.1 Sobre Luz Andrea Arboleda Aristizábal se consignó lo siguiente con base en el examen que se le practicó el 22 de octubre de 2013 a las 07.18 horas: “... la examinada refiere que unos vecinos me agredieron a mí y a mis hijos el día viernes 18 en la noche, me dieron puños y patadas”. ATENCION EN SALUD: “Fue atendido (sic) en un hospital san Vicente de Paul. Aporta copia de historia clínica número 25 17 41 59 que refiere en sus partes pertinentes lo siguiente: OCTUBRE 18 de 2013: “Pte refiere que hace aprox 1 hora sufre agresión con elementos contuso, refiere la atacaron entre varias personas con puños patadas… Hallazgos positivos al examen físico. Pte, en aparentes buenas condiciones generales, consciente orientada… Neuro normal. Extremidades simétricas limitación para abeducción (sic) del 1er dedo de la mano derecha con disminución de fuerza en la mano derecha, piel pte con laceraciones en Mejilla izsq, región abdominal en flanco izq. muslo derecho. Diagnóstico: Traumatismos superficiales de región no especificada del cuerpo”... ·”dolor en el dedo pulgar de la mano derecha”. ANÁLISIS, INTERPRETACIÓN Y CONCLUSIONES: mecanismo traumático de lesión contundente. Incapacidad médico legal DEFINITIVA SIETE (7) DÍAS sin secuelas medico legales al momento del examen.

6.4.7.2 En el caso de la menor KDRA, hija de Luz Andrea Aristizábal, se dijo lo siguiente: “La examinada refiere que “una vecina y el esposo me dieron puños y patadas cuando yo y mi hermanito nos metimos a defenderla el viernes pasado”... DESCRIPCIÓN DE HALLAZGOS: Tórax: equimosis de color verde amarillento, forma ovalada, mide 3 x 2 cm; localizada en el hemitórax izquierdo a nivel supramamario. Miembros inferiores equimosis de color verde – amarillento, forma ovalada, mide 3 x 2 cm localizada en el muslo izquierdo a nivel del tercio medio, sobre la cara anterior...Al examen presenta lesiones actuales consistentes con el relato de los hechos. Mecanismo traumático de lesión: Contundente, Incapacidad Médico legal DEFINITIVA SIETE (7) DÍAS. Sin secuelas médico legales al momento del examen.”

6.5 En ese sentido hay que manifestar que al juicio oral compareció el médico Legista José Fernando Serna Ríos para sustentar los dictámenes antes referidos que fueron admitidos como prueba, donde expuso lo siguiente: i) le correspondió examinar a la señora Luz Andrea Aristizábal y a la menor K.AR.A.; ii) de acuerdo al informe realizado en octubre 22 del año 2013, a esta señora se le preguntó el motivo de la valoración y refirió que unos vecinos la habían agredido con puños y patadas, el día 18 de octubre de 2013 en horas de la noche: iii) en el reconocimiento se le encontró como única lesión una equimosis de la región tenar de la mano derecha es decir en la base del primer dedo; iv) por tratarse de un traumatismo superficial, la incapacidad médico legal definitiva que se le fijó fue de 7 días sin secuelas medico legales; v) en el documento que suscribió se consignaron otros hallazgos que provenían de la nota de atención de la señora Luz Andrea que aportó la autoridad que solicitó su atención, consignada en su historia clínica del 18 de octubre de 2013, que estaba citada entre comillas y hacía referencia a lo manifestado cuatro días antes de su examen por el galeno que le prestó la atención primaria; vi) la señora Arboleda asistió con su hija para que fuera valorada por lesiones por el mismo hecho, a la cual le realizó examen de inspección clínica según la versión de la menor quien refirió que había sido víctima de agresión por parte de unos vecinos que atacaron a su madre; viii) en el examen médico de K.D.R.A. se encontraron 2 hallazgos, el primero una equimosis en la región del tórax, región supra mamaria izquierda y la segunda lesión otra equimosis de iguales características en el muslo izquierdo a nivel del tercio medio sobre la cara anterior, causadas por mecanismo contundente, que generaron  incapacidad legal de siete (7) días, sin secuelas; ix) según la historia clínica la señora Luz Andrea Arboleda fue remitida al Instituto de Medicina Legal porque había sufrido lesiones al ser atacada por unos vecinos a puños y patadas; x) se consignó en el informe que la señora Arboleda presentaba “equimosis de color violeta localizada en la parte tenar de la mano derecha”, explicando que se trataba de una lesión superficial causada por un golpe que generaba una ruptura de un vaso capilar pequeño, lo que coloquialmente se conoce como un “morado” y tenía la misma naturaleza de la lesión sufrida por la menor K.D.R.A.; y xi) al ser interrogado por la juez si según el contexto fáctico del caso, donde se hablaba de que al menos 7 personas agredieron a la señora Arboleda y le propinaron puños y patadas por todo el cuerpo, y sobre el hecho de que las lesiones que esta refirió hubieran desaparecido de su cuerpo en 4 días, explicó que en el contexto forense no era consistente una agresión de tantas personas y el sometimiento en el piso de la reconocida, con las lesiones que se encontraron ya que incluso en la valoración que hizo el médico de urgencias, como se consigna en la historia clínica del hospital, se hizo referencia a “traumatismos superficiales” que a los 4 días ya habían desaparecido y lo único que persistió en el tiempo a los 4 días cuando hizo su valoración fue la lesión de la mano, o “equimosis de región tenar”, por lo cual consideró que las manifestaciones de Luz Andrea Aristizábal sobre el suceso, en el entendido de que se trató de una riña, no resultaban conformes con la lesión que pudo observar en su reconocimiento.

6.6 Sin embargo se considera que en este caso no se puede tomar lo expuesto por el médico legista, como una prueba que desmienta las manifestaciones de la señora Arboleda, tal y como lo consideró la juez de primer grado, ya que pese a la opinión del citado profesional en el sentido de que la denunciante hizo un relato de los hechos que no se avenía con lo que pudo detectar en el reconocimiento que le hizo cuatro días después de los hechos, lo que sugería una cierta exageración en la narración de que hizo esa víctima, lo real es que no se puede desconocer que al juicio fue incorporada la historia clínica de la señora Arboleda y el dictamen del citado perito donde le dictaminó una incapacidad de siete (7) días, lo que significa que el galeno si estableció la  existencia de la afectación de la integridad personal de la señora Luz Andrea, a lo cual debe agregarse que el mismo profesional no hizo ninguna referencia al hecho de que el relato de la menor KDRA sobre los hechos en que resultó afectada no correspondiera a la realidad.

6.7 Y es que resultó tan ligero el ejercicio de valoración probatoria que hizo la juez de conocimiento para absolver a los procesados, que incluso omitió considerar las manifestaciones que hizo en el juicio oral la coprocesada María Victoria Rodríguez quien al ser interrogada sobre los hechos manifestó lo siguiente: i) Luz Andrea Arboleda siempre le ponía problema a sus hijos cuando estaban jugando; ii) la noche de los hechos, mientras departía con su familia salió a darles vuelta a sus niños, los vio aburridos y escuchó que hacían comentarios despectivos sobre ellos, por lo cual les dijo que no jugaran cerca de la casa de Luz Andrea; iii) luego volvió a salir y advirtió que Luz Andrea estaba insultando a sus niños; iv) en ese momento ambas empezaron a forcejear, halándose del cabello, hasta que en cuestión de minutos su prima Beatriz salió y las separó; v) en medio de ese enfrentamiento una hija de la denunciante le propinó unas patadas; y vi) ningún otro miembro de su familia intervino en esa gresca y por el contrario trataron de calmar los ánimos.

6.8 En esas condiciones para la Sala queda claro que si la juez de conocimiento reconoció en su fallo que se le debía otorgar credibilidad a María Victoria Marín sobre el enfrentamiento que sostuvo con la señora Luz Andrea, que en criterio de la falladora fue instigado por la misma denunciante, no resulta consiste la argumentación contenida en el fallo de primera instancia, en el sentido que al no existir un reconocimiento médico de la señora Marín; no haber certeza sobre la manifestación de la denunciante quien la incluyó dentro del grupo que la atacó y no poderse precisar en qué momento o quién lesionó a la presunta víctima, no resultaba posible determinar responsabilidades por los hechos investigados, lo que debía conducir a que se dictara una sentencia absolutoria en favor de los procesados.
6.9 Por el contrario la Sala estima que un estudio cuidadoso de la prueba lleva a concluir en primer lugar, que resulta totalmente contraria a la evidencia practicada en el juicio la consideración de la juez de primer grado, en el sentido de que eran falsas las manifestaciones de la denunciante sobre el ataque que sufrieron ella y su hija por parte de unos miembros de la familia Marín, pues resulta claro que en el fallo recurrido se desconoció totalmente lo que expuso el perito del Instituto de Medicina Legal que confirmó que le había practicado un reconocimiento a la señora Arboleda y a su hija K.D.R.A, y que ambas presentaban lesiones que les generaron una incapacidad médico legal definitiva de siete (7) días para cada una de ellas, teniendo como antecedente que en el caso de la denunciante en el concepto del médico legista se transcribió parte de la historia clínica correspondiente a la atención que recibió la señora Luz Andrea el octubre de 2013 en el hospital San Vicente de Paul de Santa Rosa, lo que lleva a concluir que la denunciante en ningún momento suministró una declaración falsa en lo relativo a la agresión de la cual fue víctima junto con sus hijos, hecho que además estuvo estaba confirmado por lo que manifestaron su hijo K.A.R.A.; un testigo que se supone neutral como Julián Asmed Bedoya Valencia en los aparates de su testimonio y su entrevista a las cuales se les otorga credibilidad, quien confirmó en el juicio que el menos una de las integrantes de grupo de acusados que fue la señora María Victoria Marín, fue quien se trenzó en la reyerta inicial con Luz Andrea Arboleda, situación que fue admitida por la misma María Victoria ( conocida como “Vicky”), y que además fue confirmada por la señora Amparo Patiño Osorio, quien dijo hacer parte del grupo familiar de las personas acusadas, la cual expuso en su declaración que luego de que María Victoria le preguntara a Luz Andrea qué era lo que le pasaba con sus hijos, esta le contestó con una vulgaridad lo que según palabras “le dolió” a “Vicky”, luego de lo cual ambas se empezaron a agredir.
6.10 Por lo tanto se observa que en este caso resultaba totalmente injustificada la decisión de la juez de primer grado de ordenar que se investigara a la señora Arboleda por los delitos de falso testimonio y falsa denuncia, ya que en ningún momento la A Quo desconoció la existencia de los dictámenes del perito del Instituto de Medicina Legal que daban fe de las lesiones sufridas por la denunciante y por su hija K.D.RA., según el concepto sustentado por el perito médico, cuyas conclusiones no fueron controvertidas  por la defensa en el juicio.
Por lo tanto no había lugar a poner en tela de juicio las manifestaciones de la denunciante sobre la acometida que sufrieron ella y sus hijos en las horas de la noche del 18 de octubre de 2013, por los integrantes de la familia Marín Patiño, como consecuencia de enfrentamientos que venían de tiempo atrás entre Luz Andrea Arboleda y María Victoria Marín, por problemas de convivencia.
6.11. En consecuencia esta Sala estima que el fallo absolutorio de primer grado resulta notoriamente contrario a la prueba practicada en el proceso y ello obliga a precisar las responsabilidades de los acusados por las conductas de lesiones personales dolosas por las cuales se le formuló acusación, sobre lo cual se hace siguiente análisis :
6.11.1 La valoración de la prueba practicada en el juicio conduce a otorgar credibilidad a las manifestaciones de la señora Luz Andrea Aristizábal y de su hijo K.A.R.A. en el sentido de que María Victoria Marín Patiño, referida en el juicio como “ Vicky”, Luis Gonzaga Marín Duque y Natalia Marín Patiño, golpearon a la denunciante y a su hija, para lo cual se debe entender que resulta explicable que los miembros de esa descendencia al observar que María Victoria Marín estaba trenzada en una riña con la señora Luz Andrea, hubieran salido a apoyarla estando en una evidente desproporción, pues al menos tres adultos, entre ellos un hombre con el concurso de otros menores de edad pertenecientes a la misma familia, se vinieron a apoyar a María Victoria Marín y golpearon en grupo a la señora Arboleda y a sus hijos K.A.R.A. y K.D.R.A., los cuales tenían 13 y 14 años para el día de los hechos, quienes se vieron obligados a intervenir en la pelea que se armó, con el propósito de salir en defensa de su madre. 
6.11.2 En lo que atañe a María Victoria Marín Patiño hay que manifestar que el joven K.A.R.A, hijo de la denunciante, expuso en el juicio que la primera persona que golpeó su madre fue María Victoria Marín Patiño, hecho que fue corroborado con lo manifestado en el juicio por el testigo Julián Asmed Bedoya Valencia, en el sentido de que hubo un enfrentamiento entre las señoras María Victoria y Luz Andrea, quienes se fueron a los golpes, hecho aceptado por la primera de las nombradas y por otra testigo de la defensa, llamada Amparo Patiño de Osorio, quien se refirió al enfrentamiento que se presentó entre las señoras Arboleda y Marín.
6.11.3 Igualmente hay que manifestar que el citado menor K.A.R.A. corroboró la acusación que hizo su madre contra la señora Natalia Marín Patiño, indicando que cuando su progenitora se estaba defendiendo y golpeó a María Victoria, la señora Natalia la tomó el cabello la golpeó y la araño.

En el caso de Luis Gonzaga Marín Duque se debe tener en cuenta que la denunciante igualmente lo señaló puntualmente como la persona que fuera de manosearla en sus senos, le causó varias lesiones y la lesionó en uno de sus dedos, afirmación que resulta compatible con la lesión referida en el dictamen del médico legista, frente a lo cual se debe aclarar que pese a que la agresión de carácter sexual que atribuyó la víctima al señor Gonzaga no será considerada ya que no hace parte del contexto fáctico de la acusación, se cuenta con prueba en el sentido de que mismo Gonzaga golpeó a la señora Arboleda cuando esta se hallaba en el piso y la tomó de un brazo para facilitar la agresión a que estaba siendo sometida por otros miembros de la familia Marín Patiño, sobre lo cual se le otorga credibilidad a las manifestaciones que hizo en el juicio el joven K.A.R.A. hijo de la denunciante sobre esta conducta del procesado Marín Duque, que además resultan conformes con lo que dijo Yulian Asmed Bedoya en la entrevista con base en la cual se impugnó su credibilidad, donde manifestó que este ciudadano le propinó dos golpes a la señora Arboleda, conforme a los apartes de la misma que se leyeron en el juicio, a los cuales se les otorga veracidad, pese a que este testigo hubiera tratado de retractarse de sus afirmaciones, contra los miembros de la familia Marín Patiño, aduciendo que se hallaba bajo el influjo del alcohol y de sustancias alucinógenas cuando rindió la conferencia que reconoció durante el juicio, lo cual fue desmentido por el investigador Ricardo Andrés Márquez Obando, quien fue el que entrevistó al señor Bedoya, por lo cual en la parte resolutiva del fallo se ordenará que se compulsen copias ante la FGN para que se investigue el citado ciudadano por la violación del artículo 442 del C.P.
6.11. 3 En ese orden de ideas, al otorgarse credibilidad al testimonio de la señora Luz Andrea Arboleda y de su hijo K.A.R.A. sobre la agresión que sufrieron la denunciante y su hija K.D.R.A la noche del 13 de octubre de 2013, y al contarse con prueba complementaria como los dictámenes del Instituto de Medicina Legal y lo manifestado por el señor Julián o Yulian Asmed Bedoya Patiño, conforme a los apartes de la entrevista que rindió ante el investigador Ricardo Andrés Márquez Obando, esta Colegiatura considera que se debe revocar de manera parcial la sentencia de primer instancia en lo relativo a la sentencia absolutoria que se profirió en el fallo de primera instancia, en favor de Luis Gonzaga Marín Duque y María Victoria y Natalia Marín Patiño, en lo relativo a las lesiones que sufrió Luz Andrea Arboleda, por sus evidentes falencias en lo relativo a la argumentación y el ejercicio de valoración probatoria que se hizo en la decisión recurrida, debiendo aclararse que pese a que se pueda advertir alguna exageración en lo referido por la señora Luz Andrea Arboleda sobre la magnitud del ataque que sufrió, como lo puso de presente el médico legista que la examinó, tal situación no afecta el grado de convicción de la parte medular de su declaración, que se considera confirmada en lo relativo a la agresión sufrida con lo que dijo en el juicio su hijo K.A.R.A. y con los citados reconocimientos médicos, fuera de que se cuenta con prueba que igualmente demuestra la afectación de la integridad personal de la joven K.D.R.A. 
6.12 En lo relativo a las lesiones que presentó la menor K.D.R.A., que fueron ignoradas en el fallo recurrido, con el argumento de que ese hecho no fue incluido en la acusación, lo cual no es cierto, como se explicó en el apartado 6.3.1 de esta decisión, se debe tener cuenta que en el reconocimiento practicado a la citada menor, quien dijo tener 14 años de edad para el 22 de octubre de 2013 fecha en que se practicó ese examen, esta expuso al referirse a su madre lo siguiente:  “una vecina y el esposo me dieron puños y patadas cuando yo y mi hermanito nos metimos a defenderla el viernes pasado”.. 

Debe tenerse en cuenta que el joven K.A.R.A. hermano de esta joven quien para la fecha de los hechos tenía 14 años de edad, manifestó en su declaración que su consanguínea quedó con unos “moretones en el pecho”, afirmación que resulta concordante con el hallazgo del médico legista, quien describió la lesión que K.D.R.A. presentaba así: “Tórax: equimosis de color verde amarillento, forma ovalada, mide 3 x 2 cm, localizada en el hemitórax izquierdo a nivel supramamario”..
Para el efecto se debe tener en cuenta que si bien la señora Luz Andrea señaló que las mismas personas de la familia Marín Patiño que embistieron contra ella, también atacaron a su hija, lo real es que frente a este hecho fue más preciso K.A.R.A., hermano de la menor afectada, quien señaló en el juicio que su hermana fue golpeada por el señor Luis Gonzaga Marín Duque y por la menor “C”, quien era una hermana menor de María Victoria Marín, por lo cual al otorgarse credibilidad a lo manifestado por este testigo se considera que el señor Luis Gonzaga debe responder tanto por las lesiones sufridas por Luz Andrea Arboleda, como por las que se le causaron a su descendiente K.A.R.A., lo que implica un mayor plus de gravedad de su conducta al dirigir su ataque contra una menor de edad.
En ese contexto debe aclararse que no se hace extensiva a María Victoria y Natalia Marín Patiño la condena por las lesiones sufridas por la menor K.D.R.A., ya que no se cuenta con pruebas que demuestren que el ataque contra esa joven hiciera parte de un designio común de los integrantes de la familia Marín Patiño, pues todo da a entender según lo expuesto por K.A.R.A (hermano de esta víctima), que en un momento determinado el señor Marín Duque y la menor “C”, agredieron a la citada joven en medio de la refriega, cuando esta trataba de defender a su madre, por lo cual no podría predicar la responsabilidad de hermanas Marín Patiño como coautoras de ese acto bajo un supuesto de coautoría impropia, pues no se advierte que se hubiera efectuado una división funcional de la labor delictiva entre los acusados, para señalar quien lesionaba a Luz Andrea Arboleda y quien se encargaba de agredir a sus hijos, lo cual lleva a concluir que no es posible atribuir la golpiza que sufrió esa menor a una decisión común de los acusados, sino a una actitud individual del señor Luis Gonzaga, que hay que entenderla en el contexto de la riña masiva que se presentó en la cual también participaron menores de edad de la familia de los acusados, como la joven “C”, quien también intervino en el lesionamiento de K.A.R.A.
6.13 En lo que tiene que ver con la responsabilidad en los hechos de la acusada Paula Andrea Marín Patiño, hay que mencionar que la denunciante no fue precisa en lo relativo a su intervención en la agresión que recibió, ya que si bien es cierto expuso en el juicio que en un momento dado la señora Paula Andrea salió de su casa y la golpeó en la cabeza, lo cual también fue mencionado por su hijo K.A.R.A., igualmente se debe tener en cuenta lo manifestado en la vista pública por el investigador Ricardo Andrés Márquez Obando, quien expuso que en las primeras diligencias que recibió sobre los hechos, no se incluía a Paula Andrea Marín Patiño y que ésta sólo vino hacer mencionada tardíamente por la señora Luz Andrea Arboleda el 19 de enero de 2015 en una entrevista que rindió, indicando que por ello no se había agregado a la citada dama como indiciada por las conductas investigadas. 
Fuera de lo anterior hay que manifestar que la defensa presentó como testigos a Martha Lucía Duque García quien expuso que la noche de los hechos Paula Andrea Paula Andrea Marín, quien era su jefe en un restaurante había estado en ese negocio hasta las 20:15 o 20.30 horas y que el señor Luis Eduardo Bedoya García quien dijo ser el esposo de la señora Paula Andrea confirmó que ese día a eso de las 20.00 horas, su cónyuge se encontraba en el citado negocio en compañía de la empleada Martha Lucia Duque, y aunque pudiera pensarse que esos testigos tenían un interés directo en favorecer a la señora Paula Andrea Marín por su relación de pareja y su dependencia laboral, lo cierto es que el testimonio del investigador Márquez Obando sobre la mención tardía que hizo la denunciante frente a esta acusada genera dudas de suficiente entidad sobre si esta participó en los hechos, lo que lleva confirmar el fallo absolutorio que se profirió en su favor en el fallo recurrido.

6.14 En lo concerniente a la señora Martha Judith Patiño de Marín hay que decir que pese a los señalamientos que le hicieron la señora Arboleda y su hijo como una de las personas que lesionó a Luz Andrea, lo real es que el señor Julián o Yulián Asmed Bedoya, en los apartes de la entrevista a la cual se le ha otorgado credibilidad, no mencionó a la señora Patiño como una de las autoras directas de la agresión, por lo cual se considera que en su caso no se cuenta con el suficiente grado de convicción para considerarla como coautora de las lesiones sufridas por Luz Andrea Arboleda, fuera de que la señora Martha no aparece mencionada directamente en los actos de afectación de la integridad personal de la menor K.A.RA. , por lo cual se confirmará su absolución.
6.15 En conclusión la Sala no le otorga mayor credibilidad a los dichos de María Victoria Marín Patiño en el sentido de que ella fue la única integrante de ese grupo familiar que intervino en la golpiza que recibieron las víctimas Luz Andrea Arboleda y la menor K.A.RA. y a lo que expuso en el mismo sentido la señora Amparo Patiño de Osorio, fuera de que la declaración de Paula Andrea Marín Patiño resulta irrelevante sobre este hecho ya que afirmó que no había presenciado lo sucedido.

6.16 Por lo tanto se revocará la sentencia de primer grado en lo que atañe a la absolución de Luis Gonzaga Marín Duque, María Victoria y Natalia Marín Patiño, por las lesiones causadas a Luz Andrea Arboleda y su hija K.A..R.A. (menor de edad para ese entonces de acuerdo al dictamen del médico legista que la examinó) que se subsumen en el tipo sancionatorio del artículo 112, inciso 1º del C.P. y se confirmará el fallo absolutorio en lo concerniente a Martha Judith Patiño y Paula Andrea Marín Patiño, conforme a lo explicado anteriormente, aunque por razones sustancialmente diversas a las que adujo la juez de primer grado en su decisión.

6.17 En atención a la valoración de la prueba que se hace en este fallo de segunda instancia, esta Sala dejará sin efecto la orden de investigación penal contra Luz Andrea Arboleda Aristizábal por los delitos de falso testimonio y falsa denuncia.

Así mismo se compulsarán copias ante la FGN para que se investigue la conducta de falso testimonio (Art. 442 CP) en que pudo haber incurrido Jhulian Asmed Bedoya Valencia identificado con cédula de ciudadanía 1.093.220.054 (fl 91). 

7. SOBRE LA FIJACION DE LA PENA A IMPONER A LOS PROCESADOS.

7.1 Para dosificar la pena a imponer a los sentenciados se atenderá lo dispuesto por los artículos 60 y 61 del Código Penal, que señalan los parámetros que se deben tener en cuenta para la determinación de los mínimos y los máximos punitivos y los fundamentos para individualizar la pena. 
En atención a la conducta que se atribuye a los señores Luis Gonzaga Marín Duque, María Victoria y Natalia Marín Patiño, se debe aplicar la consecuencia jurídica prevista en el artículo 112 inciso 1º del CP, que establece que la pena será de prisión de 16 a 36 meses de prisión. Frente a este delito el ámbito punitivo de movilidad es de 20 meses, que al dividirlo en cuartos corresponde a 5 meses. En consecuencia, los cuartos de pena de prisión se fijan así:

PRIMER CUARTO: De 16 a 21 meses de prisión

CUARTOS MEDIOS: De 21 meses + 1 día a 31 meses de prisión

CUARTO MÁXIMO: De 31 meses + 1 día de prisión a 36 meses de prisión

7.2 Al no concurrir ninguna causal de mayor punibilidad, esta Sala considera que en el caso de las señoras María Victoria y Natalia Marín Patiño, se partirá del límite inferior del primer cuarto de pena es decir de 16 meses de prisión siguiendo los lineamientos del inciso 2º del artículo 61 del CP. 

Sin embargo, en el caso del señor Luis Gonzaga Marín Duque, se debe tener en cuenta lo concerniente al concurso de conductas punibles que se le atribuyen, pues de las pruebas allegadas al juicio se pudo establecer que este le causó lesiones a tanto a la señora Luz Andrea Arboleda como a la menor K.A.R.A., lo que genera un reproche de mayor entidad ya una de las víctimas es un sujeto de especial protección y se entiende que la agresión que un menor de edad pueda sufrir siempre será desproporcionada respecto a la capacidad de este para defenderse o evitar ser violentado en su integridad personal. En razón a ello, la pena a imponer al señor Marín Duque será la correspondiente al máximo del primer cuarto mínimo, es decir 21 meses de prisión.
7.3 Igualmente se condenará los procesados a la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, un por lapso igual al de la pena principal.

8. SUBROGADO PENAL
8.1 El artículo 63 del C .P. establece que es posible suspender la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia de primera, segunda o única instancia, por un período de 2 a 5 años, de oficio o a petición del interesado, cuando concurran los siguientes requisitos: i) que la pena impuesta no exceda de 3 años de prisión; y ii) que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta punible sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena.
8.2 En el caso de la señoras María Victoria y Natalia Marín Patiño la pena impuesta no excede de los 4 años de prisión y no se tiene conocimiento sobre si las procesadas poseen antecedentes penales, por ello se les concederá la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción de un acta, bajo caución juratoria, en la que se comprometa a cumplir las obligaciones consagradas en el artículo 65 del C.P.
8.3 Respecto al señor Luis Gonzaga Marín Duque se deben realizar las siguientes precisiones: 
8.3.1 Los artículos 193-6 y 199 del C.I.A, son normas especiales que se encuentran dentro del título II capítulo único de ese estatuto denominado “Procedimientos especiales cuando los niños, las niñas o los adolescentes son víctimas de delitos”, lo que determina el componente teleológico de esas disposiciones.

8.3.2 Al no existir ninguna norma posterior que hubiera modificado de manera más favorable el artículo 193-6 de la Ley 1098 de 2006, se impone la aplicación de esa regla al caso sub examen, que prohíbe la concesión del subrogado previsto en el artículo 63 del C.P: “…cuando los niños, las niñas o los adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados.”.
8.3.3 Como en las consideraciones del fallo recurrido se dijo que se contaba con prueba derivada del contenido del dictamen médico de la joven K.D.R.A, donde se hizo constar que para la fecha de los hechos tenía 14 años de edad, y se consideró que el señor Luis Gonzaga Marín Duque era el único responsable de las lesiones que esta menor sufrió, por lo cual se le impuso una pena de veintiún (21) meses de prisión, al concurrir con la afectación de la integridad personal de la señora Luz Andrea, es necesario mencionar que en aplicación del artículo 193-6 del Código de la Infancia y la Adolescencia, el señor Marín Duque en principio no tendría derecho al subrogado de la condena de ejecución condicional, por no haberse demostrado que hubiera indemnizado a la citada menor. 
8.3.4 Sin embargo hay que hacer una distinción, ya que el artículo 199 del C.I.A. establece una prohibición específica para conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuando se trata de delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes (que en este último caso son las personas que tienen entre 12 y 18 años de edad según el artículo 3º de la Ley 1098 de 2006), por lo cual el reconocimiento de ese subrogado al señor Luis Gonzaga Marín Duque, no guardaría relación con el hecho de que se indemnizara a la menor K.D.R.A. ya que ese resarcimiento solo tendría efectos para reconocerle el subrogado en mención si se tratara de delitos diversos a los mencionados en el citado artículo 199 del C.I.A.

Sobre el tema se cita el precedente CSJ SP del 5 de agosto de 2015, radicado 46332, donde se examinó un caso donde el accionante solicitaba que no se diera aplicación al artículo 193 del C.I.A., en un delito de inasistencia alimentaria, ya que una norma posterior, como el artículo 29 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 63 del C.P. regulaba de manera más favorable lo relativo a la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional. En la decisión referida se dijo lo siguiente:
“(...)

En efecto, el libelista deja a cargo de la Sala el análisis relativo a si los artículos 29 de la Ley 1709 de 2014 y el numeral 6º del artículo 193 de la Ley de infancia y adolescencia, regulan el mismo fenómeno jurídico, esto es, la suspensión condicional de la ejecución de la pena y si al entrar en vigencia la primera de dichas normas, dejó sin efectos en el tiempo a la segunda, pues se conforma con meramente afirmar que así lo fue y que por contera, la norma llamada a reglamentar el asunto en lo concerniente a la suspensión condicional de la ejecución de la pena, es el artículo 29 de la Ley 1709, por ser menos rigurosa. 

Lo anterior seguramente porque de entrar a analizar tales aspectos, el recurrente habría advertido que se trata de dos disposiciones que regulan supuestos diferentes, pues en el caso de la Ley 1098 de 2006, su expedición obedeció al interés del Estado de actualizar el Código del Menor de 1989, en orden a que resultara acorde con los principios de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, ratificada por Colombia mediante la Ley 12 de 1991
. 

Es así que además del sistema de responsabilidad penal juvenil, dicha normativa también creó un sistema de protección integral del menor, dentro del que se incluyen una serie de herramientas de protección para el niño, niña o adolescente víctima de conductas delictivas en la que se incluye la orden para el juez penal de: «abstenerse de aplicar el principio de oportunidad y la condena de ejecución condicional cuando los niños, las niñas y los adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca que fueron indemnizados». (Art. 193-6 Ley 1098)

Por su parte la Ley 1709 de 2014 se produjo como respuesta a la necesidad de descongestionar el sistema carcelario y humanizar la situación de las personas privadas de la libertad, implementado entre otras medidas, una menor restricción para acceder a mecanismos alternativos a la pena de prisión como la libertad condicional, la suspensión de la pena y la prisión domiciliaria.


Como se observa, es equivocado sostener que las normas citadas en la demanda de casación regulan supuestos de hecho análogos, pues véase como la Ley de infancia y adolescencia, en manera alguna aborda los requisitos de la suspensión condicional de la ejecución de la pena que fija el Código Penal para infractores mayores de 18 años; tampoco insertó modificaciones a dicho estatuto en lo relativo al tema propuesto en el libelo, puesto que aquella normativa establece un régimen penal autónomo que se aplica a los menores de edad con independencia de las disposiciones que respecto de los adultos consagra la Ley 599 de 2000, al tiempo que fija una serie de prohibiciones y condicionamientos frente a figuras como la prisión domiciliaria, la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el principio de oportunidad, las rebajas de pena, todas ellas encaminadas a reprochar con mayor severidad las acciones delictivas que atentan contra los derechos de los niños, niñas y adolescentes.  

Y tampoco fue intención del legislador a través de la Ley 1709 de 2014, la de modificar el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y las medidas que el mismo contempla para las víctimas menores de edad, como para entender que el artículo 29 de la citada norma derogó esas prohibiciones, anulando en últimas el régimen diferenciado que el legislador quiso establecer entre quienes cometen delitos contra menores, y aquellos que no, discriminación que se justifica por la protección reforzada y prevalente de los derechos de niñas, niños y adolescentes. (Frente a esto último, ver entre otras decisiones de la Corte Constitucional: T-900/2006; C-1003/2007; T-275/2008; C-055/2010; C-383/2012; T-731/2012; T-771/2012; T-1058/2012; C-1048/2014).  (Subrayas ex texto ) 

Resulta claro para la Sala que el cargo propuesto por el demandante no corresponde a la sucesión de normas, ni a la vigencia de la ley en el tiempo, puesto que los preceptos que refiere regulan problemas jurídicos diferentes, tienen objetos distintos que no se excluyen entre sí, además que se trata de disposiciones vigentes, las cuales pueden aplicarse al mismo asunto siempre que se trate de delitos cometidos contra un menor de edad en donde no se hubiere indemnizado el daño, con la consecuencia de que no se suspenderá condicionalmente la ejecución de la pena de prisión, es decir, aun concurriendo las exigencias previstas en el artículo 63 del Código Penal, modificado por el art. 29 de la Ley 1709 de 2014, la concesión de dicho subrogado penal debe estudiarse de la mano de las normas que propenden por la protección de los derechos del menor que ha sido víctima de una conducta punible y siempre estará supeditado a la indemnización del menor. 


En últimas, la inserción de nuevos requisitos para suspender condicionalmente la ejecución de la pena, no implica la derogatoria tácita de la prohibición que fija el numeral 6º del artículo 193 del Código de Infancia y Adolescencia, como parece comprenderlo el demandante, errada apreciación que lo lleva a exigir la aplicación del principio de favorabilidad a una situación en la que como ha quedado visto, no hay lugar a ello...”· 

8.3.5 En ese orden de ideas, se entiende que si en la jurisprudencia de la SP de la CSJ se ha entendido que la restricción para la concesión del subrogado de la condena condicional, persiste pese a la reforma que introdujo el artículo 29 de la ley 1709 de 2014, que condiciona la concesión de ese beneficio a la indemnización de la víctima, mutatis mutandis debe considerarse que igualmente subiste la prohibición establecida en el numeral 4º del artículo 199 del C.I.A. por razón  de la naturaleza del delito, que incluso restringe la concesión de la prisión domiciliaria según el numeral 8 del mismo artículo, lo que lleva a concluir que en este caso,  aun si el señor Marín Duque indemnizara a la menor K.A.RA., no se le podría conceder el subrogado en mención, por lo cual en principio debería ser privado de su libertad de manera inmediata, para que entrara  a cumplir la pena que se le impuso, de no mediar la situación particular que se examina en el apartado siguiente de este fallo. 
9. SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA ORDEN DE CAPTURA CONTRA LUIS GONZAGA MARÍN DUQUE 

9.1 Ahora bien, y pese a lo explicado en el ítem anterior, se deben tener en cuenta las siguientes situaciones que conducen a no ordenar la aprehensión inmediata del procesado para que este entre a descontar la pena que se le impuso:

9.2  Se tiene establecido que el señor Luis Gonzaga Marín Duque asistió a las audiencias de formulación de acusación (1 de mayo de 2016), preparatoria (21 de julio de 2016), a las sesiones del juicio oral (30 y 31 de enero de 2017), y la audiencia de lectura de la sentencia (16 de marzo de 2017), se deferirá la orden de captura contra el procesado al hecho de que la presente determinación adquiera  firmeza, en aplicación a lo dispuesto en la sentencia C-342 del 24 de mayo de 2017, de la Corte Constitucional donde se hizo control abstracto del artículo 450 de la Ley 906 de 2004 y se dijo lo  siguiente:

“(...) 11.1. La Corte resolvió la demanda formulada por un ciudadano en contra de algunas expresiones contenidas en el artículo 450 de la Ley 906 de 2004, que contiene el Código de Procedimiento Penal, el cual dispone que el juez al momento de dar el sentido del fallo, podrá ordenar la detención del procesado si esta resulta necesaria. El accionante señaló que tales enunciados vulneran el derecho a la libertad personal y algunas de las garantías del debido proceso, como el acceso a la segunda instancia mediante recurso judicial efectivo y la presunción de inocencia. La Sala consideró que es necesario efectuar la integración normativa con la totalidad del artículo demandado, pues de no hacerlo, la eventual declaratoria de inexequiblidad de las expresiones implicaría que los apartes que no fueron acusados perderían la posibilidad de producir efectos jurídicos.

11.2. Como primer asunto la Sala se refirió al amplio espacio de configuración del legislador para regular los procedimientos judiciales, así como los límites del mismo. Señaló que se funda en lo dispuesto por los numerales 1° y 2° del artículo 150 de la Constitución, que consagran la cláusula general de competencia del Congreso de la República, que le permite regular los procedimientos judiciales y administrativos. Adicionalmente la Sala identificó cuatro límites de esa facultad configurativa, precisados entre otras, en la Sentencia C-319 de 2013, siendo estos
: (i) la fijación directa, por parte de la Constitución, de determinado recurso o trámite judicial; (ii) el cumplimiento de los fines esenciales del Estado y particularmente de la administración de justicia; (iii) la satisfacción de principios de razonabilidad y proporcionalidad; y (iv) la eficacia de las diferentes garantías que conforman el debido proceso y el acceso a la administración de justicia. La norma demandada respeta dichos límites.

11.3. En segundo término, la Corte verificó los derechos que el demandante señaló como violados. Respecto de la libertad personal, la Corporación señaló que se trata de un principio y derecho fundamental, que para su protección cuenta con las garantías de la reserva legal y la reserva judicial, precisando que las medidas privativas de la libertad son de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. En lo que tuvo que ver con el debido proceso, se afirmó que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Interamericana
 y de la Corte Constitucional
, el derecho al recurso judicial efectivo supone la existencia de mecanismos procesales accesibles y eficaces que permitan el control y la revisión de las decisiones judiciales, cuando los afectados consideren vulnerados sus derechos. Finalmente y en relación con la presunción de inocencia, la Sala determinó desde su jurisprudencia
, que se trata de un principio constitucional, un derecho fundamental y una de las garantías del debido proceso, de acuerdo con la cual, la persona sometida a proceso penal deberá ser tratada como inocente mientras no se demuestre lo contrario, a través de un proceso en el que se le haya declarado judicialmente responsable mediante sentencia ejecutoriada.

11.4. Finalmente se procedió a la solución del caso, para lo cual la Corporación afirmó que la interpretación hecha por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, según la cual el fallo condenatorio consiste en un acto jurídicamente complejo dentro del sistema acusatorio adoptado por la Ley 906 de 2004, es constitucionalmente consistente, en el sentido de integrar como una unidad conceptual el anuncio del sentido del fallo y el texto de la sentencia condenatoria que se emitirá después, lo que no excede los límites del amplio espacio de configuración del legislador para el establecimiento de los procedimientos judiciales.

11.5. En lo que tuvo que ver con el cargo de violación del derecho a la libertad personal, la Sala encontró que la orden de privación de la libertad establecida por el artículo 450 del Código de Procedimiento Penal respeta las garantías de la reserva judicial, la reserva legal y el carácter excepcional de las medidas privativas de la libertad, pues se trata de una medida que únicamente ocurre en el primer momento del acto jurídicamente complejo en que consiste la sentencia condenatoria. Para el efecto se precisó, que respecto de la necesidad de la detención, el inciso segundo del artículo 450 demandado debe asumirse en relación con los artículos 54 y 63 del Código Penal, que establecen los criterios y reglas para la determinación de la punibilidad y los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, y no con los criterios que deben ser considerados al decretar la medida de aseguramiento.

Igualmente consideró la Sala que esa orden de detención tampoco viola las garantías del debido proceso, pues el afectado cuenta con medios de control adecuados, como son la declaratoria de nulidad del sentido del fallo y de la orden de detención, y el recurso de apelación sobre la sentencia, en virtud del cual podrán ser impugnadas tanto la privación de la libertad, como la declaratoria de responsabilidad penal. Dentro de esta misma perspectiva se concluyó también, que la norma demandada no viola la presunción de inocencia, pues la detención excepcional que se ordena al anunciar el sentido del fallo, constituye una restricción de la libertad dictada por motivos de necesidad, en los términos antedichos.

11.6. Como cuestión final la Corte reiteró que el juez de conocimiento tiene la obligación de evaluar todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate
. Por lo mismo, el funcionario debe asumir rigurosamente, que la privación de la libertad es excepcional y que más aún debe serlo la privación de la libertad intramural, por lo cual y de conformidad con la doctrina reconocida por la Corte, “las autoridades deben verificar en cada caso concreto la procedencia de los subrogados penales como la prisión o detención domiciliaria, la vigilancia electrónica y la libertad provisional, pues éstas desarrollan finalidades constitucionales esenciales en el Estados Social de Derecho”
. (Subrayas ex texto)

9.2 En atención a las consideraciones antes mencionadas debe decirse que en este evento no podrían aducirse las razones mencionadas en el artículo 308 del CPP, que se relacionan con la imposición de una medida de aseguramiento, para ordenar la captura inmediata del procesado, quien se encuentra en libertad, ya que los supuestos de esa norma están relacionados con situaciones previstas en los numerales 1º a 3º de esa norma así : 1. “Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia 2. Que el imputado constituya un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima “3. Que resulte probable que el imputado no comparezca al proceso o que no cumplirá la sentencia”.
9.3 En ese orden de ideas como en el precedente citado se reafirma el carácter excepcional de la privación de la libertad, debe evaluarse una circunstancia puntual como la comparecencia del señor Marín Duque a las diversas audiencias del proceso, por lo cual siguiendo los términos de la sentencia C-342 de 2017, al evaluar: “...todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate”, se considera que en el presente caso no resulta indispensable ordenar de manera inmediata la privación de la libertad del incriminado, la cual tiene carácter excepcional según el precedente mencionado, por lo cual su eventual detención a efectos de que descuente la pena impuesta, solo se hará efectiva al cobrar ejecutoria la presente decisión. En consecuencia la orden de captura para que el señor Luis Gonzaga Marín Duque cumpla la pena impuesta, solo se expedirá una vez adquiera firmeza esta decisión. 

9.4 Por lo tanto solamente se ordenará la captura del citado ciudadano para que descuente la pena impuesta, vez cobre ejecutoria la presente decisión.
10. CONSIDERACIÓN ADICIONAL SOBRE LA NO CONCESIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA ESTA DECISIÓN.

10.1 En la sentencia CSJ SP del 4 de diciembre de 2017, radicado 47716 M.P. Eyder Patiño Cabrera, se hicieron las siguientes consideraciones:

“(…) 

Al descender al caso concreto, la Sala encuentra que la decisión del Tribunal de dar cabida al recurso extraordinario de casación, en lugar del ordinario de apelación, no contraría el ordenamiento jurídico interno, ni quebranta el derecho a la impugnación de las condenas impuestas por primera vez en segunda instancia.

Recuérdese que con ocasión del pronunciamiento de las sentencias de la Corte Constitucional, C.C. C-792-2014, mediante la cual se declaró la inexequibilidad de varios artículos de la Ley 906 de 2004 por déficit normativo y, C.C. SU-215-2016, que delimitó los efectos y alcances de la anterior, esta Sala ha venido sosteniendo (CSJ AP258-2017, 25 en 2017, Rad. 48075) que el único recurso que procede actualmente contra las sentencias dictadas por los Tribunales Superiores en segunda instancia, es la casación.

Las razones que ha expuesto para sustentar esta postura han sido fundamentalmente dos. Una, que la normatividad procesal penal vigente no prevé contra esta clase de decisiones recurso distinto al de casación. Y dos, que la orden de implementación por vía judicial de una impugnación especial que supla el déficit normativo advertido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-792/2014, resulta irrealizable, porque implicaría crear nuevos órganos judiciales, redefinir funciones y redistribuir competencias, labor que por su naturaleza y alcances sólo podría adelantar el Congreso de la República.(
Complementariamente ha dicho que las afirmaciones que se hacen en el sentido de que la casación en el sistema colombiano no satisface los estándares exigidos para la garantía del derecho a la impugnación, son infundadas, porque nuestra legislación, contrario a lo que ocurre con otros sistemas procesales, consagra un modelo de casación abierto, ampliamente garantista, que permite recurrir todas las sentencias dictadas por los tribunales en segunda instancia, por conductas constitutivas de delito, y adicionalmente a ello, cuestionar sus fundamentos fácticos, probatorios y normativos. Los primeros, a través de la causal prevista en el numeral tercero del artículo 181 de la Ley 906 de 2004, y los últimos, a través de la causal consagrada en el numeral primero ejusdem. 

Además, porque el procedimiento casacional le otorga a la Sala las facultades de, (i) superar los defectos de la demanda cuando advierta necesario estudiar el caso para la realización de los fines del recurso, y (ii) realizar casaciones oficiosas cuando encuentre que se han vulnerado garantías fundamentales, institutos que le permiten intervenir en procura de hacer efectivo el control constitucional y legal de la decisión y por esta vía asegurar la realización de los fines del recurso. 

(Sostener, por tanto, que la casación en el modelo colombiano no es eficaz para garantizar una impugnación integral, entendida por tal, la que permite el escrutinio amplio de los fundamentos fácticos, probatorios y jurídicos de la decisión, es una afirmación que no consulta los contenidos y alcances del recurso, porque, como se ha dejado visto, todos estos aspectos pueden ser controvertidos por el procesado, y adicionalmente a esto, la Sala cuenta con facultades especiales, no previstas para la apelación, que le permiten intervenir motu proprio con el fin de corregir situaciones no alegadas por el impugnante. 


Por otra parte (CSJ AP1467-2017, 8 mar. 2017, Rad. 49826), también se ha dicho:

1. En la Sentencia C-792 de 2014 [...] la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad “con efectos diferidos” de varios artículos de la Ley 906 de 2004, relacionados con la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias y exhortó al Congreso de la República para que en el lapso de un año, contado desde la notificación por edicto de ese fallo, regulara de manera integral el particular. Así mismo, señaló que vencido ese término, de no hacerlo, debía entenderse que procedía “la impugnación de todas las sentencias condenatorias ante el superior jerárquico o funcional de quien impuso la condena”.

2. El edicto a través del cual se notificó la Sentencia C-792 de 2014 se fijó entre las 8:00 a.m. del 22 de abril de 2015 y las 5:00 p.m. del 24 siguiente, por manera que el término de un año se cumplió el 24 de abril de 2016, sin que el Congreso efectuara las reformas necesarias a la Constitución y a la ley para ajustar la legislación interna a la exigencia de doble conformidad judicial de la sentencia condenatoria penal.

3. En el fallo de tutela SU-215 de 28 de abril de 2016, la Corte Constitucional, con el objeto de determinar el alcance de la Sentencia C-792 de 2014, precisó, entre otros, que: (i) surtía efectos desde el 25 de abril de 2016, (ii) que operaba respecto de las sentencias dictadas a partir de esa fecha o que para entonces estuviesen en proceso de ejecutoria, (iii) que aunque en ella solo se había resuelto el problema de las condenas impuestas por primera vez en segunda instancia, debía entenderse que su exhorto llevaba incorporado el llamado al legislador para que regulara en general la impugnación de las condenas irrogadas por primera vez en cualquier estadio del proceso penal y (iv) que la Corte Suprema de Justicia, dentro de sus competencias, o en su defecto el juez constitucional, atendiendo las circunstancias de cada caso, debía definir la forma de garantizar el derecho a impugnar el fallo condenatorio impuesto por primera vez por su Sala de Casación Penal.

4. La Sala Plena de Corte Suprema de Justicia, en sesión de 28 de abril de 2016, aprobó el comunicado 08/2016 en el que señaló que la pretensión de la Corte Constitucional, plasmada en la Sentencia C-792 de 2014, resultaba irrealizable porque ni esta Colegiatura, ni autoridad judicial alguna, cuenta con facultades para introducir reformas o definir reglas que permitiesen poner en práctica esa prerrogativa.

Y en ese mismo sentido se ha pronunciado la Sala de Casación Penal, en el entendido que un mandato de la naturaleza prevista en las sentencias C-792 de 2014 y SU-215 de 2016, requiere de una reforma constitucional y legal que solo puede adelantar el Congreso de la República por cuanto implica suplir un déficit normativo que incluiría la redefinición de funciones, la creación de nuevos órganos y la redistribución de competencias, entre otros aspectos (Cfr. CSJ AP 3280-2016) 

Por consiguiente, en el caso que se estudia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, al señalar que contra el fallo de segunda instancia sólo procedía el recurso extraordinario de casación(27), ninguna vulneración de garantías fundamentales cometió, habida cuenta que, aunado al claro contenido de los fines del recurso que la normatividad reconoce, que no solo apuntan a la protección de esta clase de derechos, sino de la salvaguarda de los demás reconocidos en el ordenamiento jurídico, también, en estricto sentido, acogió lo planteado por la Alta Corporación Constitucional..” 

10.2 En atención a la decisión antes citada, debe manifestarse que la posición mayoritaria de esta Sala ha sido la de considerar que contra la primera sentencia condenatoria que se dicta en el proceso solamente procede el recurso de casación, para lo cual se debe tener en cuenta que esta Corporación en su análisis normativo y jurisprudencial, considera que las decisiones de los órganos de cierre de cada jurisdicción, también constituyen precedente judicial vinculante.

10.3 Para el efecto se cita lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia C-621 de 2015, MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub donde se dijo lo siguiente:
“(…)
Pero el precedente judicial no está limitado a la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sino que se extiende a las Altas Cortes. Al respecto en la sentencia C-335 de 2008, refiriéndose en general a las decisiones de todos los órganos judiciales de cierre jurisdiccional, reitera el carácter vinculante de la jurisprudencia de los órganos de cierre y, al respecto, afirma:
 
Reconocerle fuerza vinculante a la jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, redunda en una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes garantiza de mejor manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por cuanto casos semejantes son fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para el tráfico jurídico entre los particulares. 
 
 3.7.9. Luego en  la Sentencia C-816 de 2011,  la Corporación sostuvo:
 
La fuerza vinculante de las decisiones de las denominadas altas cortes surge de su definición constitucional como órganos jurisdiccionales de cierre, condición que les impone el deber de unificación jurisprudencial en sus respectivas jurisdicciones. El mandato de unificación jurisprudencial, únicamente dirigido a las cortes jurisdiccionales de cierre, se erige en una orden específica del Constituyente para brindar cierta uniformidad a la interpretación y aplicación judicial del derecho en desarrollo del deber de igualdad de trato debido a las personas, mediante la fuerza vinculante de sus decisiones judiciales superiores.
 
3.7.10. En una reciente decisión la Corte, en Sentencia de Unificación, se refirió con toda claridad a la importancia del precedente de las Altas Cortes, al pronunciarse sobre la causal de nulidad de sentencias vía acción de tutela por desconocimiento del precedente. Al respecto la Corte reiteró:
  
Ahora bien, como se explicó líneas atrás, cuando el precedente emana de los altos tribunales de justicia en el país (Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), adquiere un carácter ordenador y unificador que busca realizar los principios de primacía de la Constitución, igualdad, confianza, certeza del derecho y debido proceso. Adicionalmente, se considera indispensable como técnica judicial para mantener la coherencia del ordenamiento.
 
En la práctica jurídica actual, las instancias de unificación de jurisprudencia son ineludibles, debido a que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de normas y reglas jurídicas que no tiene contenidos semánticos únicos. Por tanto, el derecho es altamente susceptible de traer consigo ambigüedades o vacíos que pueden generar diversas interpretaciones o significados que incluso, en ocasiones deriva de la propia ambigüedad del lenguaje. Eso genera la necesidad de que, en primer lugar, sea el juez el que fije el alcance de éste en cada caso concreto y, en segundo lugar, de que haya órganos que permitan disciplinar esa práctica jurídica en pro de la igualdad. 

 
3.7.11. Como bien lo ha sostenido la Corte, la fuerza normativa de la doctrina dictada por la Corte Suprema, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura -sala disciplinaria- y la Corte Constitucional, como órganos de cierre de sus jurisdicciones, proviene fundamentalmente: (i) de la obligación de los jueces de aplicar la igualdad frente a la ley y de brindar igualdad de trato en cuanto autoridades que son; (ii) de la potestad otorgada constitucionalmente a las altas corporaciones, como órganos de cierre en sus respectivas jurisdicciones y el cometido de unificación jurisprudencial en el ámbito correspondiente de actuación; (iii) del principio de la buena fe, entendida como confianza legítima en la conducta de las autoridades del Estado; (iv) de la necesidad de seguridad jurídica del ciudadano respecto de la protección de sus derechos, entendida como la predictibilidad razonable de las decisiones judiciales en la resolución de conflictos, derivada del principio de igualdad ante la ley como de la confianza legítima en la autoridad judicial. (Subrayas fuera del texto original).
10.4 En atención al pronunciamiento antes citado de la Corte Constitucional, esta Sala toma como punto de partida el precedente CSJ SP del 23 de octubre de 2014, radicado 39538 M.P. Eugenio Fernández Carlier, donde se manifestó lo siguiente:

“(…) 

 “...para proteger la dignidad y la majestad de la justicia, para aislarla de toda clase de presiones indebidas se ha reconocido autonomía e independencia en el «ejercicio de su función constitucional y legal de administrar justicia» (artículos 5 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y 228 de la Constitución Política.). 

(...)

La autonomía y la independencia desde una perspectiva funcional tiene como fin en las decisiones de las corporaciones judiciales como órganos de cierre la libertad para definir la jurisprudencia que como precedente jurisdiccional debe orientar la administración de justicia en Colombia, en ese campo la Corte Constitucional reconoce en la sentencia C.037 de 1996 que: 

«…al juez, por mandato de la Carta Política, se le otorga una autonomía y una libertad para interpretar los hechos que se someten a su conocimiento y, asimismo, aplicar las normas constitucionales o legales que juzgue apropiadas para la resolución del respectivo conflicto jurídico (Art. 228 C.P.). 

(...)

Que las decisiones de los órganos de cierre en la administración de justicia en el ámbito de sus competencias funcionales son intangibles, es asunto que ya ha definido la Corte Constitucional en la sentencia C.037 de 1996 al señalar:

«Sentadas las precedentes consideraciones, conviene preguntarse: ¿Respecto de las providencias proferidas por las altas corporaciones que hacen parte de la rama judicial, cuál es la autoridad llamada a definir los casos en que existe un error jurisdiccional? Sobre el particular, entiende la Corte que la Constitución ha determinado un órgano límite o una autoridad máxima dentro de cada jurisdicción; así, para la jurisdicción constitucional se ha previsto a la Corte Constitucional (Art. 241 C.P.), para la ordinaria a la Corte Suprema de Justicia (art. 234 C.P.), para la contencioso administrativa al Consejo de Estado (Art. 237 C.P.) y para la jurisdiccional disciplinaria a la correspondiente sala del Consejo Superior de la Judicatura (Art. 257 C.P.). Dentro de las atribuciones que la Carta le confiere a cada una de esas corporaciones, quizás la característica más importante es que sus providencias, a través de las cuales se resuelve en última instancia el asunto bajo examen, se unifica la jurisprudencia y se definen los criterios jurídicos aplicables frente a casos similares. En otras palabras, dichas decisiones, una vez agotados todos los procedimientos y recursos que la ley contempla para cada proceso judicial, se tornan en autónomas, independientes, definitivas, determinantes y, además, se convierten en el último pronunciamiento dentro de la respectiva jurisdicción. Lo anterior, por lo demás, no obedece a razón distinta que la de garantizar la seguridad jurídica a los asociados mediante la certeza de que los procesos judiciales han llegado a su etapa final y no pueden ser revividos jurídicamente por cualquier otra autoridad de la rama judicial o de otra rama del poder público…». (Subrayado fuera del texto original).

10.5 De esa manera se concluye que: i) según la sentencia C-037 de 1996 donde se hizo control abstracto de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, los órganos de cierre de cada jurisdicción tienen la potestad de definir la jurisprudencia que debe orientar la administración de justicia en cada especialidad, en el ámbito de sus competencias; y ii) las decisiones de los órganos de cierre sobre esas materias son intangibles y constituyen el último pronunciamiento de la respectiva jurisdicción, unifican la jurisprudencia y definen criterios jurídicos aplicables a casos similares a efectos de garantizar la seguridad jurídica de los asociados.

10.6 Por las razones antes mencionadas esta Corporación anuncia que conforme a su posición mayoritaria, no dará trámite a ningún recurso de apelación, contra la presente sentencia, ya que esto implicaría modificar la posición mayoritaria expresada en la parte resolutiva del fallo, en el sentido de que contra esta decisión solamente procede el recurso de casación acatando los precedentes de la SP de la CSJ que fueron citados con antelación. Sin embargo, es preciso aclarar que el Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera salvará su voto única y exclusivamente en lo que respecta a la improcedencia del recurso de apelación, contra el fallo de segunda instancia.  
11. CONSIDERACIÓN FINAL
Finalmente, se hace un llamado de atención a la juez de primera instancia, para que en lo sucesivo, se sirva individualizar e identificar plenamente a cada procesado en las sentencias, ya que en el caso objeto de estudio en el acta de audiencia de la lectura del fallo y en el registro de esa misma diligencia, la A quo únicamente hizo referencia al nombre, al número de la cédula y al lugar de residencia de los procesados, sin que hiciera referencia a otros datos que resultan necesarios para evitar casos de homonimia y suplantación de identidad que pueden generar perjuicio para terceros. 
Con base en lo expuesto en precedencia la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia absolutoria proferida el 16 de marzo de 2017 por el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, y en su lugar CONDENAR a Luis Gonzaga Marín Duque, María Victoria y Natalia Marín Patiño, como responsables del delito de lesiones personales dolosas (art. 112 inc 1º del CP), y en consecuencia CONFIRMAR lo relativo a la absolución de las señoras Martha Judith Patiño de Marín y Paula Andrea Marín Patiño.
SEGUNDO: IMPONER a las señoras María Victoria y Natalia Marín Patiño la pena de 16 de meses de prisión, y al señor Luis Gonzaga Marín Duque la de 21 meses de prisión, conforme a lo señalado en el ítem 7.2 de esta providencia, ya que este es considerado responsable de las lesiones de Luz Andrea Arboleda Aristizábal y de la menor KDRA. Como pena accesoria se fija la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal. 

TERCERO: CONCEDER a María Victoria y Natalia Marín Patiño, la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión por un período de prueba de dos años, previa suscripción de un acta, bajo caución juratoria, en la que se comprometan a dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por el artículo 65 del C.P. 

CUARTO: SE NIEGA la suspensión condicional de la ejecución de la pena como sustitutiva de la prisión intramural al señor Luis Gonzaga Marín Duque de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. Sin embargo, su privación de la libertad para cumplir la pena impuesta solo se hará efectiva de cobrar ejecutoria esta decisión de segunda instancia, como se explicó en el apartado número 9 de esta providencia.

QUINTO: DEJAR SIN EFECTO la orden de investigación penal contra Luz Andrea Arboleda Aristizábal por los delitos de falso testimonio y falsa denuncia.

SEXTO: COMPULSAR COPIAS ante la FGN para que se investigue la conducta de falso testimonio (Art. 442 CP) en que pudo haber incurrido Jhulian Asmed Bedoya Valencia identificado con cédula de ciudadanía 1.093.220.054 (fl 91).
SÉPTIMO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación. 

CÓPIESE, NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Con salvamento parcial de voto)

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Alrededor de la vigencia de este principio en materia penal se han referido entre otras las sentencia T-401 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, C-070 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-788 den 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-909 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


� Folios 5 y 6 


� A partir de H.00.09.36  


� Folio 103 


� Folio 106 
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�Sentencia C-319 de 2013 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, consideración jurídica No. 5 


� Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores contra México. Sentencia de noviembre 26 de 2010. Serie C No. 220, párrafo 142. Este fallo reitera y precisa el precedente contenido en los casos Caso Baena Ricardo contra Panamá, citado en la sentencia de fondo del Caso de los 19 Comerciantes contra Colombia. Sentencia de julio 5 de 2004. Serie C No. 109, párrafo 192


� Sentencia C-1195 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 4.3, citando la Sentencia T-268 de 1996. M.P. Antonio Barrera Carbonell 


� Sentencia C-003 de 2017 M.P. Aquiles Arrieta Gómez, consideración jurídica No. 3.1.1 


� Alrededor de la vigencia de este principio en materia penal se han referido entre otras las sentencia T-401 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, C-070 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-788 den 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-909 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


� Sentencia T-276 de 2016 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, consideración jurídica No. 2.5.1.3. 
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